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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

RESOLUCIÓN DEFINITIVA

EXPEDIENTE: 1211/2025/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

PRESIDENTE MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, trece de julio de dos mil veintiséis.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 1211/2025/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, **********, compareció por derecho propio a demandar la resolución negativa ficta recaída al escrito dirigido y presentado ante el Presidente Municipal de San Luis Potosí el dieciocho de julio de dos mil veinticinco, mediante el cual se solicita la devolución de $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.).
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El cuatro de noviembre de dos mil veinticinco se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las once horas con treinta minutos del doce de marzo de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida se dio lectura a los escritos inicial de demanda y de ampliación de demanda; al oficio de contestación de la demanda y de contestación a la ampliación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes. Acto seguido, en período de pruebas, se tuvo por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, así como presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes. Enseguida se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta con los formulados por la parte actora y se certificó que las demandadas no presentaron alegatos. Finalmente se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva el presente asunto.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracción XIII, 9º fracción III, 24, 28, facción I, 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello, en razón de que se impugna una negativa ficta, ante la omisión de la autoridad demandada de resolver en los plazos que fija la ley, una petición que le fue formulada por la parte actora.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

En ese sentido, se advierte que la parte actora reclama la nulidad de la resolución negativa ficta recaída al escrito dirigido y presentado ante el Presidente Municipal de San Luis Potosí el dieciocho de julio de dos mil veinticinco, mediante el cual se solicita la devolución de $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.). 

En consecuencia, tenemos que la aquí actora, acredita la existencia de la solicitud que formuló ante la demandada en la fecha señalada en el párrafo anterior, por lo que de manera inicial se determina la presunción de existencia de la figura de la negativa ficta, cuestión que será materia de análisis exhaustivo al analizar la cuestión de fondo de la presente controversia.
TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha de la solicitud 
	Fecha de presentación de la solicitud a la autoridad
	Plazo de 2 meses sin respuesta expresa transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	18 de julio de 2025
	18 de julio de 2025
	19 de julio de 2025 al 18 de septiembre de 2025

	29 de octubre de 2025


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

Suscribe la demanda la ciudadana **********, quien comparece por derecho propio a reclamar la omisión de dar respuesta a su solicitud de devolución de pago de lo indebido  presentada el dieciocho de julio de dos mil veinticinco.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución negativa ficta recaída a la solicitud de devolución de pago de lo indebido  presentada el dieciocho de julio de dos mil veinticinco; es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicha resolución ficta, ya que en la misma se determina una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, la misma se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues exhibieron copia certificada del nombramiento con el que acreditan el carácter alegado, mismos que son visibles en fojas 40 y 82 de este expediente, las que se valoran conforme a lo previsto en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora, se advierte que la diversa enjuiciada Presidente Municipal de San Luis Potosí, aduce en su contestación que  se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en relación directa con el artículo 239, fracción I, del mismo Código, ello porque la figura de la negativa ficta no le afecta a los derechos fundamentales de la parte actora, ni a sus intereses legítimos y jurídicos que lo faculten a interponer el presente procedimiento administrativo, porque conforme a las atribuciones señaladas, es evidente que esa autoridad no detenta la competencia ni obligación de llevar a cabo la devolución de numerario alguno y considerando que la petición deviene de una infracción de tránsito y derivado de ello de un juicio de nulidad, se está ante un impedimento material y jurídico de atender su petición.
Es infundada la causal de improcedencia alegada, conforme a las siguientes precisiones.

Respecto a lo anterior, es menester señalar que es inexacto lo aseverado por la diversa enjuiciada, dado que se desprende del acto impugnado, que si bien es cierto que no tuvo intervención directa con el acto administrativo origen como lo fue la emisión de una boleta de infracción en materia de tránsito ni mucho menos tiene delimitado emitir las determinaciones en materia de devolución de pago de lo indebido, también lo es que, de conformidad con lo previsto en el artículo 47, fracción II, inciso a), del Código Fiscal del Estado, dicha autoridad si tiene el carácter de autoridad fiscal, de donde si cuenta con competencia para emitir pronunciamiento sobre la petición que le fuera planteada en el escrito de dieciocho de julio de dos mil veinticinco, por lo que si se encuentra vinculado con la solicitud omitida, razón por la cual no es procedente dicha causal.
En otro orden, la propia enjuiciada como la diversa demandada Tesorero Municipal de San Luis Potosí aducen que se actualiza la improcedencia de este juicio, en la medida que el reclamo ya fue motivo en la sentencia dictada en el juicio de nulidad 621/2024-1 por parte de esta Primera Sala Unitaria, en dónde se analizó el recibo de entero AM1072057 pro la cantidad de $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 M.N.), documental desechada por no haberla ofrecido en tiempo, por lo que es improcedente el reclamo realizado.

Con relación a las argumentaciones de improcedencia, las mismas devienen inoperantes, en función de que contrario a lo señalado por las enjuiciadas, en el caso se impugna la resolución negativa ficta recaída al escrito dirigido y presentado ante el Presidente Municipal de San Luis Potosí el dieciocho de julio de dos mil veinticinco, mediante el cual se le solicitó la devolución de $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.), acto que no guarda relación con el hecho derivado de que en la sentencia emitida en el juicio de nulidad 621/2024-1 por parte de esta Primera Sala Unitaria, se declaró la nulidad de la boleta de infracción con número de folio BB 151470, de fecha siete de julio de dos mil veinticuatro, empero que respecto de la pretensión de que se devolviera el importe pagado por dicha infracción fue resuelta en sentido negativo dado que no se acreditó de manera oportuna y en dicho proceso, la existencia del pago de dicha infracción, de donde es evidente que no existe decisión respecto de la devolución aludida, cuestión por la cual no es dable establecer que estamos en presencia de una cuestión ya juzgada, de ahí lo infundado de la improcedencia alegada.

En otro orden, devienen igualmente inoperantes el resto de los argumentos vertidos por las demandadas, mismas que se expresaron en los apartados denominados como “Excepciones y Defensas”, pues en ellos no se revela la existencia de condiciones que hagan evidente la improcedencia del juicio, sino que alegan cuestiones relativas al análisis de fondo de la cuestión planteada, ya que establece parámetros bajo los cuales la solicitud del aquí accionante no fue atendida, de donde tales cuestiones serán en todo caso, materia de estudio de fondo de esta cuestión debatida.    
Finalmente, basta decir que esta Primera Sala Unitaria, a partir del estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, advierte que no existe otra causal, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 04 a la 06 y de la 51 a la 55 de autos, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Ahora bien, dado el tipo de Litis planteada en este juicio contencioso administrativo, por cuestión de método, la suscrita Magistrada procede primero a determinar si se ha configurado o no la negativa ficta que impugna el demandante, para enseguida, de actualizarse la misma, entrar al estudio del fondo de la prestación planteada en la instancia respectiva.

Así, el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en su numeral 3, fracción XVI, define a la negativa ficta como la figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por ese Código o los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular.

Por lo tanto, en relación con lo anterior, es necesario tener presente el artículo 44, del Código Fiscal del Estado, mismo que se reproduce a continuación:

“ARTICULO 44.- Las promociones y solicitudes que formulen los particulares a las autoridades fiscales, deberán ser resueltas y notificadas en un plazo no mayor de dos meses, salvo que se establezca un lapso distinto. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, en cuyo caso, estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan. El plazo mencionado se suspenderá cuando la autoridad requiera la presentación de documentación o, de información adicional.”

Del artículo trasunto, se desprende que, las solicitudes que formulen los particulares a las autoridades fiscales, deberán ser resueltas y notificadas en un plazo no mayor de dos meses, salvo que se establezca un lapso distinto. 

Transcurrido ese plazo, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, en cuyo caso, estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan, plazo que se suspenderá cuando la autoridad requiera la presentación de documentación o, de información adicional.

Es decir, el Fiscal del Estado de San Luis Potosí, si establece la existencia de la negativa ficta, la cual se entenderá que si en el plazo de dos meses la autoridad no resuelve lo que corresponda, se entenderá que lo realizó en sentido negativo.

Bajo las premisas anteriores, para determinar si en un caso en estudio se actualiza o no una resolución negativa ficta, en términos de la disposición invocada, es necesario conocer:

1.
Si el particular formuló una instancia o petición.

2.
Si la autoridad instada omitió resolver la petición o solicitud en el plazo de dos meses.

3.
Si la ley prevé como consecuencia de ese silencio la actualización de una respuesta ficta.

En ese contexto, la accionante en su escrito inicial de demanda manifestó que el dieciocho de julio de dos mil veinticinco presentó ante el Presidente Municipal de San Luis Potosí una petición para que le fuera devuelta la cantidad $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.), que pagó con motivo de la boleta de infracción con número de folio BB 151470, de fecha siete de julio de dos mil veinticuatro, solicitud de la que pidió se tenga por acreditada la negativa ficta dado que la enjuiciada no dio respuesta, dentro del plazo de dos meses con que contaba para ello, siendo que del sumario se advierte que la parte actora adjuntó a su escrito inicial de demanda original del acuse correspondiente a dicha solicitud, (Véase foja 10 de autos), documental que no fue objetada por las demandadas, de donde la referida documental adquiere valor probatorio pleno para acreditar que el particular sí formuló una instancia o petición ante la demandada, con lo que se acredita el primero de los elementos en estudio.

Ahora, respecto a los puntos dos y tres anteriormente destacados, consistentes en: “Si el ente instado omitió resolver la petición o solicitud en el plazo de dos meses.”  y “Si la ley prevé como consecuencia de ese silencio la actualización de una respuesta ficta.”, se desarrolla en conjuntó a continuación.

De autos tenemos que no hay evidencia que revele la existencia de una resolución expresa que hubiere recaído a la solicitud de dieciocho de julio de dos mil veinticinco presentado por la parte actora; por lo que se actualiza la consecuencia prevista en el artículo 44, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, mismo que establece que si no se da respuesta en el plazo de dos meses a la instancia o petición, se entenderán emitidas las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente.

En ese sentido, sobre la base de las constancias que obran en el sumario se advierte que la petición fue presentada por el actor el dieciocho de julio de dos mil veinticinco, los dos meses que tenía la autoridad para emitir pronunciamiento y que con ello no se diera lugar a la actualización de la figura de la negativa ficta transcurrieron hasta el dieciocho de septiembre de dos mil veinticinco; empero no se advierte que previo a ese momento hubiera la autoridad demandada resuelto lo que le pidió el enjuiciante, bien concediendo o negando la petición. 

Por lo tanto, es evidente que posterior a esa fecha, dieciocho de septiembre de dos mil veinticinco se actualizó dicha figura negativa de donde, si la demanda que se presentó ante este Tribunal lo fue hasta el veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, notoriamente transcurrió en exceso el plazo establecido en el artículo 44, del Código Fiscal del Estado, por lo que se debe entender que sí se configuró la Resolución negativa ficta impugnada, quedando así actualizados los puntos dos y tres anteriormente destacados.

Ahora, dado que la ley prevé como consecuencia de ese silencio, la actualización de una respuesta ficta, la cual es acorde con la sustancia de lo solicitado y con la finalidad práctica para la que se instituyó y reconoció, es evidente que la figura de la negativa ficta se ha actualizado, por lo que ahora procede pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la resolución Negativa Ficta configurada, siendo necesario tener presente que el artículo 244 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí  dispone que tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario; esto es, que no por configurarse en este caso, la resolución Negativa Ficta, por sí misma es ilegal, pues en todo caso, la autoridad demandada podrá sustentar la legalidad de la misma, expresando los fundamentos y razones en que motive su determinación.

Bajo esa tesitura, y para una mayor comprensión del presente asunto, resulta pertinente en primer término analizar la solicitud que la parte actora realizara a la autoridad demandada, y de la cual, manifiesta se configura la Resolución negativa ficta, para lo cual esta Juzgadora tiene a la vista la solicitud correspondiente, mismo que obra agregada en foja 10 del expediente en que se actúa, y de cuya causa de pedir se advierten los siguientes hechos:

1.- Que el siete de julio de dos mil veinticuatro la multaron según folio 151470. Véase boleta que consta a foja 9 de autos.
2.- Que se promovió el juicio 621/2024/1.

3.- Que se determinó declarar el acto ilegal e inválido. Ver foja 11 a 17 de autos.
4.- Que en atención a ello solicitaba la devolución de la cantidad de $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.), que pagó con motivo de la boleta de infracción con número de folio BB 151470. Recibo visible a foja 8 de autos. 

Ahora bien, la diversa enjuiciada Presidente Municipal de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación, hizo valer como excepciones respecto de la acción intentada por el actor, las causas de improcedencia y sobreseimiento que ya han sido analizadas y desestimadas, así como diversas manifestaciones en las que sustentó la resolución negativa expresa, como fueron:

· Que esa autoridad no detenta las atribuciones y facultades de la normatividad municipal, para llevar a cabo devoluciones o pago de numerario alguno, por lo que no cuenta con expediente o antecedente que contenga los extremos que refiere la doliente.

Por su parte, el Tesorero Municipal de San Luis Potosí, al hacer valer su contestación, argumentó las excepciones respecto de la acción intentada por el actor, las causas de improcedencia y sobreseimiento que ya fueron materia de estudio y fundamentó la negativa de la actora en el siguiente tópico:
· Que es improcedente la pretensión porque no existe contravención a los derechos fundamentales y legítimos del reclamante, negando que hubiere acudido ante la Tesorería Municipal a solicitar la devolución de la cantidad que ampara el recibo a que alude en los hechos de su escrito inicial de demanda.

Es decir, las demandadas expresaron el derecho y las razones por las cuales no atendieron la solicitud de devolución de la actora y por las cuales se entiende la negativa de la misma.

Por su parte, el accionante cuando formuló su ampliación de demanda señaló que no es cierto que el Presidente Municipal de San Luis Potosí carezca de competencia para pronunciarse sobre la solicitud de devolución del pago indebido que le fue planteado, porque de acuerdo con el artículo 47, fracción II, inciso a) del Código Fiscal del Estado, los presidentes municipales tienen reconocido el carácter de autoridad fiscal, por lo que en ese sentido, debió actuar como lo establece el artículo 35 de la referida norma fiscal o en su caso, derivar la atención de dicha solicitud a la Tesorería Municipal de San Luis Potosí.

En atención a lo expuesto, como se adelantó, de acuerdo con las manifestaciones vertidas en el escrito de contestación de demanda, la autoridad no dio una respuesta congruente a la solicitud de la parte actora, pues no expresó los hechos y el derecho en los cuales apoyara la negativa ficta configurada en el presente juicio, por lo que en consecuencia se tiene por confesados los hechos que la actora le imputa de manera precisa, salvo prueba en contrario, de acuerdo a lo establecido en el cuarto párrafo del artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a continuación se transcribe:

“ARTÍCULO 244. (...)

Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.

[Énfasis añadido]

En consecuencia, esta Sala Unitaria determina que, la autoridad demandada, al producir su contestación, no sostiene su respuesta negativa en razonamiento y fundamento alguno, pues los argumentos que señala, son insuficientes para tener por debidamente fundado y motivado el acto de negativa ya que solo se sostiene la incompetencia del Presidente Municipal de San Luis Potosí y en su caso, la Tesorería Municipal de San Luis Potosí alude  al hecho de que la instancia no fue presentada ante su potestad, empero no refiere la razón concreta por la que no procede la petición de devolución. Por lo que le asiste la razón al demandante al manifestar que con la omisión en que incurrió la demandada se vulneran en su perjuicio los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

Conforme a lo anterior, esta Sala Unitaria procede a analizar la procedencia de su solicitud de devolución de pago de lo indebido y conforme a los requisitos establecidos en el artículo 35 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Cierto, conforme al numeral invocado en el párrafo precedente se regula el trámite relativo a la devolución de pagos indebidos, señalándose en el ordinal lo siguiente:

“ARTICULO 35.- Cuando el contribuyente o responsable solidario hubiere efectuado un pago indebido o en razón de la naturaleza propia de la contribución, tenga un saldo a su favor, tendrá derecho a la devolución correspondiente, la que procederá de oficio o a petición del interesado, de conformidad con las reglas siguientes:

I. La devolución podrá hacerse en efectivo, cheque para abono en cuenta del beneficiario o certificado nominativo que podrá utilizarse para el pago de cualquier contribución en favor de la autoridad que lo emitió; 

II. La cantidad a devolver deberá actualizarse en los términos del artículo 9 de este ordenamiento, desde que se hizo el pago de lo indebido o se generó el saldo a favor, hasta que se efectúe el pago; 

III. Para proceder a la devolución, bastará que la autoridad compruebe fehacientemente la existencia de este derecho, para lo cual el interesado deberá anexar a su petición la documentación correspondiente. Si la autoridad estima insuficiente la documentación exhibida, tendrá un plazo de quince días para solicitar la que considere necesaria mediante requerimiento al interesado, quien tendrá, a su vez, un plazo equivalente de quince días para acompañarla, apercibido de que, en caso de no hacerlo, se tendrá por abandonada su petición; 

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) 

IV. Siendo procedente la devolución, el plazo para efectuarla será de treinta días hábiles, contados a partir de la declaración de procedencia. A partir del vencimiento de este plazo, la autoridad deberá cubrir además, los intereses que se generen hasta que se efectúe el pago, a una tasa equivalente a la de los recargos moratorios; 

V. También se deberán pagar intereses, cuando la devolución sea consecuencia de la revocación o anulación definitiva del acto de autoridad que haya determinado el crédito fiscal pagado por el contribuyente. En este caso, los intereses se calcularán desde que se efectuó el pago; 

VI. El plazo que tienen los contribuyentes para solicitar la devolución, será de cinco años a partir de que se hizo el pago de lo indebido o se generó el saldo a favor. Transcurrido este plazo, prescribirá el derecho en favor del fisco, y 

VII. Cuando se efectúe una devolución improcedente, el interesado estará obligado a pagar, además de la cantidad recibida, la actualización y recargos moratorios que se generen desde la devolución hasta que se efectúe el reembolso, sin perjuicio de las sanciones que procedan. 

(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) 

Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a la solicitada por los contribuyentes con motivo de la revisión efectuada a la documentación aportada. 

(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

No se considerará que las autoridades fiscales inician el ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando soliciten los datos, informes, y documentos, a que se refiere la fracción III del presente artículo, pudiendo ejercerlas en cualquier momento.

(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) 

Cuando con motivo de la solicitud de devolución la autoridad fiscal inicie facultades de comprobación con el objeto de comprobar la procedencia de la misma, los plazos a que hace referencia la fracción IV del presente artículo se suspenderán hasta que se emita la resolución en la que se resuelva la procedencia o no de la solicitud devolución. El citado ejercicio de las facultades de comprobación se sujetará al procedimiento establecido en el artículo 35 bis de este Código:”

Como puede verse del transcrito, cuando un contribuyente o responsable solidario hubiere efectuado un pago indebido o en razón de la naturaleza propia de la contribución, tenga un saldo a su favor, tendrá derecho a la devolución correspondiente, la cual procederá de oficio o a petición del interesado, según las siguientes formalidades:

· La devolución podrá hacerse en efectivo, cheque para abono en cuenta del beneficiario o certificado nominativo y podrá inclusive utilizarse para el pago de cualquier contribución en favor de la autoridad que lo emitió.

· La cantidad a devolver deberá actualizarse en los términos del artículo 9 del Código Fiscal del Estado, desde que se hizo el pago de lo indebido o se generó el saldo a favor, hasta que se efectúe el pago. 

· Para que proceda la devolución, bastará que la autoridad compruebe fehacientemente la existencia de este derecho, para lo cual el interesado deberá anexar a su petición la documentación correspondiente. 

· En caso de estimar que la documentación exhibida es insuficiente, se otorgará un plazo de quince días para solicitar la que considere necesaria mediante requerimiento al interesado, quien tendrá, a su vez, un plazo equivalente de quince días para acompañarla, apercibido de que, en caso de no hacerlo, se tendrá por abandonada su petición. 

· Siendo procedente la devolución, el plazo para efectuarla será de treinta días hábiles, contados a partir de la declaración de procedencia.
Ahora bien de la confronta de la solicitud de devolución que consta a fojas 10 de los presentes autos, misma que se valora en unión de la boleta de infracción que consta a foja 9 de autos, así como del recibo de entero AM 1072057 visible a foja 8 de autos  y de la copia simple de la sentencia pronunciada en los autos del juicio 621/2024/1, es evidente que se satisfacen los requisitos antes enunciados, en la medida que al haberse declarado la ilegalidad de la boleta de infracción folio BB 151470 de siete de julio de dos mil veinticuatro, misma que había sido pagada mediante recibo de entero AM 1072057 de diecisiete de julio de dos mil veinticuatro por la cantidad de $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.), es innegable el derecho que asiste a la accionante de que la autoridad proceda a la devolución de la cantidad erogada indebidamente, la que en todo caso deberá incluir las actualizaciones en los términos de lo previsto por los artículos 9º y 35, fracción II, del Código Fiscal del Estado.
En este orden de ideas, habiéndose acreditado la existencia del acto administrativo impugnado, consistente en la negativa ficta del Presidente Municipal de San Luis Potosí, recaída al escrito presentado el dieciocho de julio de dos mil veinticinco, mediante el cual la parte actora solicitó le fuera devuelta la cantidad $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.), que pagó con motivo de la boleta de infracción con número de folio BB 151470, de fecha siete de julio de dos mil veinticuatro; negativa ficta que se declaró configurada, en este Considerando, la cual carece de los requisitos de legalidad, al no expresar los motivos y fundamentos legales en que la autoridad se basó para negar la devolución planteada por la actora, resultando violatorio de los derechos de legalidad y seguridad jurídica de que se duele la promovente, consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales.

Ahora bien, atento a lo señalado al valorar las pruebas ofrecidas por la parte actora, resulta suficiente para acreditar la procedencia de la solicitud planteada a la demandada, al haberse acreditado por la parte actora, el cumplimiento de los requisitos aludidos en el numeral 35 del Código Fiscal del Estado, para la devolución de la cantidad $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.), que pagó con motivo de la boleta de infracción con número de folio BB 151470, de fecha siete de julio de dos mil veinticuatro. 
En ese tenor, con fundamento en los artículos 249, 250 fracción II, y 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la negativa ficta que se configuró ante la omisión de dar contestación al escrito recibido por el Presidente Municipal de San Luis Potosí, recaída al escrito presentado el dieciocho de julio de dos mil veinticinco, lo que constituyó una respuesta negativa a la solicitud realizada por la parte actora; y por consecuencia, se decreta la NULIDAD TOTAL de la misma.

En el entendido de que al tratarse de una controversia suscitada por una petición o instancia de parte interesada, lo que procede es la obligación de la autoridad demandada de pronunciarse sobre la procedencia de la devolución de la cantidad $2,020.00 (dos mil veinte pesos 00/100 m.n.), que pagó con motivo de la boleta de infracción con número de folio BB 151470, para lo que deberá atender a la solicitud que le fuera presentada el dieciocho de julio de dos mil veinticinco; pues de otra manera, se dejaría sin resolver sus peticiones, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, esta Primera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el último Considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





